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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DI]L TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lirna. 5 de noviembre de 2018

ASUN'IO

Recurso de agmvio constitucional inlerpuesto por don Ricardo ChanIa Rcyes
conlra Ia Resolución 5, de fojas 72, de fecha 4 dc octubre de 2016. expedida por la Sala
Mixta dc Apelaciones de la Corle Superior de Justicia de Ventanilla que declaro
improcedente la den'ianda dc aulos.

}.TJNDANIEN'I'OS

En la sentencia elnilida en el Expedicnte 00987-2014-PA/TC, publicada c¡ cl diario
ollctal El Peruan¡¡ el 29 de agosto dc 2014, este Tribunal establcció, en el

to 49, con carácter de precedente, quc se expedirá sentencia interloculorid
ia. dictada sin más üámite. cuando se prcscnte alguno de los siguicnles

supueslos. que igualmente están conlenidos en el ar1ículo ll del Relllamenro
Normalivo del -liibu¡r¡l Conslitucional

Carezca de lundamentación la sr¡puesta vulneración que se invoque.
La cueslión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial
tlasce¡rdencia constitr¡cional.
La cueslión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Co¡sti1!¡cional.
Sc haya decidido de manera dcsestimatoria en casos suslancialmente igualcs.

2. En el presente caso, se evidencia que cl rccurso de agravio no está referido a una
cucslión de Dcrccho de especial truscendcncia constitucional- Al respecto. un
recurso carece de csta cualidad cuando no eslá relacionado con el contenido
constilucionalmente protegido de un derecho funda¡¡ental; cuando versa sobre un
asunto ¡naterialmente cxcl!rido del proceso de lutela de que se trata: o. finalmente,
cuando lo prctcndido no alude a un asunto que requiere una tutela de espccial
urgencia.

3. Exprcsado de otro ¡nodo. y lcniendo en cLtenta lo precisado en el fundamcnto 50 de
la sentcncia emilida etl el Expediente 00987-201,1-PA/t C. una cucstión no reviste
espccial trascendencia constitucional en los siguicntes casos: (l) si Lrna lutura
resolución del Iribu¡rdl Constitucional no soluciona algún conflicto de rclcvanui.r
constitucional, pucs no existe lcsión que compronreta el derecho lundanental
involucrado o sc trala de un asunto que no corresponde resolver cn la ,"ra
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conslilucional; o (2) si no existe necesidad de tu¡elar de manera urgentc cl dcrccho
constih¡cional invocado y no median razoncs subjelivas u objelivas que habililen a
eslc ógano colegiado para emitir un pronunciamiento de iondo.

4. 'l'al co¡¡o se aprecia de autos, el demandante solicila que se declare la nulidad de la
resolución fiscal dc lccha 7 de ootubre de 2015 (l l5). crrl;lida por la Fiscalía
Provincial Penal Transi(oria de Descarsa dcl DisIrilo l_iscal de I-ima Norte uue
declaró no haber lugar a formalizar denuncia penal contra don Omar Yvon Baldeón
Mellado y doña Carla Empcratriz Cossio Sueldo pol la presunta comisión de los
dclitos de apropiación ilícita. estafa, usurpación de funciones, ejercicio ilegal de la

lc ostentación dc título en su agravio; v de su confirmatoria, la resolución
de lebrero de 2016, emilide por la Tercera Fiscalia Supcrior Pcnal de

e (Expediente 335-2014), pues, a su criterio, se ha vul¡erado su derecho
amental al debido proccdilniento, en su manif'estación del derecho a la debida

motivación de las ¡esoluciones fiscales. ya que los delitos que denunció sc
cncuentran acreditados Isic].

Sin embargo. cl rccürso de agravio constitlrcional debe ser rechazado porque la
demanda firc interpuesla en la Cofte Supcrior de Justicia de Ventanilla, esto es, ante
un juzgado terrilorialmente incompctente de acuerdo con lo cstipulado en el
artículo 5l dcl Código Procesal Constitucional, pues no fue prcsentada en el lugar.
en el que se cr¡itieron las resoluciones cuestionadas -Lima Norte ni en el
domicilio que figrm cn el DNI del actor Piura : pol lo tanlo. no correspotde
ernitir un pronunciamienlo de f¡ndo.

6. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamenlos 2 a 5 süprú, se verifica quE
el plesente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo previsla cn el
acápitc b) del lundamento 49 de la senlencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del anículo ll del Reglamento Normativo del 'fribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos l'undanlcntos, el Tribunal Conslitr¡oional, con la auloridad que Ie
conlicre la Consti¡r¡ción Polílica del Perú, y la parlicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera. convocado para dirinrir la discordia suscitada po. el voto singular del
magis¡rado ferrcro Cosla.
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Declarar IMI'II.OCDDDN I'B el recurso de agravio constitucional porqrc la cucstión dc
Derccho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar rcspetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundarnentos que a
continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoN§TITUCIoNAL coMo CoRTE DE REYTSIÓN o FALLo Y No I,E
cAsAcróN

La Constitución de 1979 creó el 'Iribunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitució¡ de 1993 co¡v¡dió alTribunal Constitucional
en inslancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra h¡storia
constitucional, dispuso la crcación de un órgano ad,oc, independiente del poder
Judicial, con Ia larea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. L^ Ley Fundamental de 1979 establesió que el Tribunal de Carantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que ten ía j urisdicc ión
en todo el territorio nac¡onal para conocer, er? t'ía de casacíón. de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, Io que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para faliar en forma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la ConstitucióIl.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, e¡ sus artículos 42 al ,16, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegator¡a que ha violado la ley o Ia ha
aplicado en forma errada o ha incuúido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
seña¡ar la deficiencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sLts lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de I993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, at\paro, habaas data
y acció¡t de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucjonalidad, aun cuando Ia Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control dc la Constitución,,. No obstante. §
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materia de procesos constitucio¡ales de la Iibedad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5- Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su aÍículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
defrnitfua irulancia, las resolucione¡ denegaÍorias dictadas ert los proceso:; de
habeas corpus, amparo, habeas dato y úcción de ctmplímie to". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamenta¡. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dig¡idad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obsenancia del debido proceso y tutela
jurisdíccional. Ningutla parsona puede ser desyi.¡d¡t de la jur¡sdicción
predeterminada por la lq), ni sometida a proced¡miento dis¡into de los prerkú1efitc
es¡ablecidos, ni juzgdrla pot órganos jutisdiccionales de excepción ni por
comísiones especiales creddas al efecto cualquiera sea su clefioñinación".
.onsagrada en elañículo l1q, inciso J.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Coñe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente opró por
un órgano supremo de interprctación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el ag¡aviado no haya obtcnido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en disc!¡sión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que cl Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apertura de esta vía solo ss produce si se permile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisi\ de Io qrre se prerendc. de lo qu( se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el mas
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia fre¡te a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A sER oiDo coMo MANTFESTACIóN Df, LA DEMoCR{TIZACIóN D[ Los
PRocEsos CoNSTrrucroNALEs DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucional dc la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como oorresponde, del derecho de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestac¡ón primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas gara¡tías al interior de cualquier proqeso en el cual se
dc¡erminen .u. derechos. inLereccs y obligacione:.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitl¡cional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con !a defensa, la sual, sólo es
efectiva cuando eljusliciable y sus abogados puede¡ exponer, de manera escrita y
oral, Ios argumentos pertinentos, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inteNención de ¡as partes, corresponde señalar que, en tanto que la
pot€stad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo quc
incluye elderecho a ser oído con las debidas garantias.

11. Cabe añadir que la participación directa de las pates, en defensa dc sus interes€s,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento qu€
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre Ia esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultafla
excluyente y a¡tidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de opt¡miza., en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argume¡tos que justifican sus decisiones. porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obliga al Estado a tratar al indi\,¡du() en todo momefito cono
un verdodero suj¿to del proceso. ¿n cl más anplio sen¡ído de esíe concapto, y no
sintfl¿ tcnte conto obj¿ro,lel nismo"',y que "para que exista debido proceso legal
es precíso que un justiciable pueda hdcer yaler sus derechos y clefender nr
inrereses tn^[orma elecrirt y en co diciones de igualdad procesal con otros
just¡ciable5''.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
páLüafo 29.
2 Corte lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, párafo 146.
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13. EI modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación dc sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano consrituido también está sometido a Ia Constitución_

EXP. N.. 00492-2017,P4/TC
VENTANILLA
SANTIACO CHANTA REYES

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad Ia denominada
"sentencia ¡nterlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdade¡a esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene co¡npetencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucionat.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Co¡stitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que le coffesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rcchazar dicho recursol sino por el conlrario de "conocer', lo que Ia parte al§Ba
como un agrar io que le causa inJetensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especÍficos, a saber,
identificar en qué casos se aplica¡ía. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podda
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su ma¡ifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría Iugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los .justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de Ia libertad scan de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
r¡otivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

17. Por Io demás, ,7?u/ati,, mutakdit, el precedente vinculante contenido en la Sente¡cia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constituciona¡ en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constituc¡onales de la Iibertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional Iíquido y
cierto, etc.).
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el poder Judicial;
especialmente si se tienc e¡t cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de Ia jurisdicción inter¡acional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la delensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucio¡al
entraña el acceso a la prestació¡ jurisdicciona¡, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta opr¡mida o
envilecida sin la protección j ud icia I auténtica".
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